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AUDIENCIA PÚBLICA

En la fecha, siendo las dos y treinta de la tarde (2:30 p.m.), conforme se programó en auto anterior, esta Sala No 2 y su Secretario se constituyen en audiencia pública con el objeto de resolver el recurso de apelación interpuesto JHON JAIRO LUCUMI PALACIOS contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Descongestión el 22 de agosto de 2014, dentro del proceso radicado bajo el número 66001-31-05-002-2009-00067-01.

El proyecto presentado por el Magistrado Ponente fue revisado y aprobado, conforme consta en el acta de la referencia y en él se da cuenta de los siguientes:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Jhon Jairo Lucumi Palacios que la justicia laboral declare que ha perdido su capacidad laboral en más del 50%, como consecuencia del accidente de trabajo sufrido el 7 de enero de 2005 y que, en virtud a tal declaración el Instituto de Seguros Sociales deberá reconocer la pensión de invalidez desde esa data.
Cómo fundamento de tal pretensión narró que el día 7 de enero de 2005, cuando se encontraba prestando sus servicios personales para la empresa Águila de Oro de Colombia Ltda, como guarda de seguridad en las instalaciones del Hospital de Cuba, le fue hurtada su arma de dotación y propinado un impacto de bala.

Refiere que el proyectil se alojó en la zona inguinal de su cuerpo, haciéndose imposible su extracción, causando con esto lesiones en colon y recto, que requirieron de la realización de trece cirugías abdominales por obstrucción intestinal, fistula y absceso sepsia abdominal, buscando la corrección de adherencias y eventración con mallas, requiriendo en la actualidad de utilización de un corsé abdominal de manera permanente.

Precisa que la historia clínica se consignó que presenta síndrome adherencial generalizado severo,  por lo  que su alimentación consiste en Ensure Polvo, Ensoy Diabético, alimentos a base de Maltitol y Proteína de Soya con Vitaminas y Minerales, debido a que luego de la lesión presentó síntomas como diarrea, cólicos, vómito y reflujo gástrico, debiendo usar cremas medicadas para protegerse de la irritación que algunos de éstos síntomas le genera; informa también que una de sus piernas presenta inflamación como consecuencia de la permanencia de la bala en su humanidad.

Refiere que el Instituto de Seguros Sociales lo calificó con una pérdida de capacidad laboral por de 17.65%; que posteriormente la Junta Regional de Calificación de Invalidez lo dictaminó por ese mismo concepto con 23.96%, que al ser recurrido, fue variado por el superior a 28.61%.

Sostiene que la fecha de estructuración fue fijada el día del siniestro, esto es el 7 de enero de 2005 y la invalidez dictaminada fue catalogada como de origen profesional, con lo cual no tiene reparo; pero, frente al porcentaje de pérdida de capacidad laboral, considera que este no corresponde a su cuadro médico, toda vez que los síntomas antes referidos, se presentan en su día a día de manera intempestiva, por lo que deberían considerarse como un factor invalidante, a pesar de que el manual único de calificación de invalidez no refiere este tipo de padecimientos, por lo que requiere una nueva valoración ya que el dictamen de las Juntas de Calificación de Invalidez a nivel local y nacional no refleja su verdadera situación médica.
La Junta Nacional de Calificación de Invalidez dio respuesta a la demanda admitiendo los hechos relacionados con el accidente de trabajo ocurrido al demandante, las lesiones sufridas como consecuencia, el diagnóstico médico consignado en los dictámenes de pérdida de capacidad laboral realizado por esa entidad y su homónima regional, así como el tratamiento realizado al cuadro clínico evidenciado. 

Frente a los cuestionamientos al dictamen de pérdida de capacidad laboral, indicó que el mismo, por considerarse un procedimiento técnico, se encuentra ajustado a la realidad y a los criterios legales, precisando que el seguimiento a la evolución de las patologías que padece al actor corresponde al médico tratante; no obstante precisa que los síntomas que en la actualidad padece fueron considerados al momento de calificar la pérdida de capacidad laboral asignándoseles el porcentaje de deficiencia que establece el Manual Único de Calificación, instructivo que, contrario a lo afirmado por el demandante, establece los criterios para valorar y cuantificar las deficiencias generadas por el cuadro clínico que le fue diagnosticado, esto es el Síndrome Adherente.
En relación con las pretensiones indicó que sólo el juez laboral está facultado para determinar, en última instancia, la validez del Dictamen de ese Órgano, decisión que debe ser concluyente, sin que haya lugar a ordenar una nueva calificación, toda vez que la entidad, a través de su dictamen dejó sentado su criterio al respecto.  Como excepciones formuló la de “Falta de conformación del litis consorio necesario” como previa, y las de “Falta de legitimación por pasiva”, “Carencia de fundamento legal técnico médico-científico”, “Buena fe de la parte demandada”, “Legitimidad de la Calificación dada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, respecto del demandante” y “Genérica”.
A su turno, la Junta Regional de Invalidez, en lo que atañe a los hechos de la demanda, informó que no le constaban o que no tenían la calidad de tales, al paso que se opuso a las pretensiones de la demanda y presentó como medios exceptivos “Inexistencia de deficiencias calificables al momento de la evaluación”, “Legalidad en la Calificación” y “Prescripción”.

Mediante comunicación de fecha 24 de junio de 2008, el actor reformó la demanda para adicionar al Instituto de Seguros Sociales como demandado, al igual que para solicitar la nulidad de los dictámenes rendidos por las demandas, la declaratoria de la calidad de inválido del señor Lucumí Palacios a partir del 7 de enero de 2005 y para aspirar del nuevo demandado, al reconocimiento y pago de la pensión de invalidez por riego profesional a partir de la causación del derecho.
En auto de fecha 12 de agosto de 2008 se inadmitió la reforma al advertir el Juzgado de conocimiento que al vincularse un nuevo demandado, el escrito que con esa aspiración formulé la parte actora, debe contener iguales requisitos a los exigidos con el líbelo inicial, requerimiento que fue atendido oportunamente, por tanto se admitió la citada reforma.
Notificado del Instituto de Seguros Sociales, éste se integró la litis indicando que no le constaban los hechos relacionados con el accidente de trabajo sufrido por el demandante, las lesiones causadas con ocasión al mismo, ni su actual condición médica; aceptó los supuestos fácticos correspondientes a los conceptos de atención en salud ocupacional realizados a lo largo de su tratamiento, la calificación de pérdida de capacidad laboral realizada por el ISS y las demás entidades competentes, así como los porcentajes asignados por dicho concepto y las labores desarrolladas al momento de sufrir el siniestro; los demás hechos no fueron aceptados.

A las pretensiones se opuso y formuló excepciones tales como “Inexistencia de la Obligación demandada”; “Prescripción”, “Improcedencia del pago de intereses de mora” e “Improcedencia de la condena en costas”.
Citadas las partes a la primera audiencia de trámite, se declaró probada la excepción previa de “Falta de conformación del litis consorcio necesario”, ordenándose la vinculación de Positiva S.A. entidad que sería la llamada a responder por la prestación económica reclamada, en caso de que a ella hubiere lugar.
Debidamente notificada, la Aseguradora de Riegos Profesionales dentro del término de traslado, dio respuesta a la demanda, aceptando los hechos relacionados con la prestación del servicio del actor a la Empresa de Vigilancia Privada Águila de Oro de Colombia Ltda, el accidente sufrido el día 7 de enero de 2005, las lesiones padecidas como consecuencia y la calificación efectuada por el Instituto de Seguros Sociales y por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez; los demás hechos adujo que no le constaban o que no tenían la calidad de tales, porque en realidad se trataban de apreciaciones o pretensiones.  
En su defensa, alegó haber atendido su deber legal, esto es, reconocer y pagar al señor Lucumí Palacio el monto correspondiente a título de indemnización por incapacidad permanente, en atención a la pérdida de capacidad laboral equivalente a 28.61%.

Presentó objeción a las pretensiones y formuló como excepciones las de “Inexistencia de la Obligación Demandada”, “Cobro de lo no debido”, “Pago Parcial” y “Genéricas”.
En sentencia de 22 de agosto de 2014, el juez con base en las pruebas allegadas negó las pretensiones de la demanda, al considerar la validez de los dictámenes rendidos por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, debido a la falta de actividad probatoria de la parte actora para demostrar la existencia de error grave y a la confirmación de tales experticias por parte de los especialistas en salud ocupacional de las Universidades Tecnológica de Pereira y del Quindío y las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez de Caldas y del Valle del Cauca.

Inconforme con la decisión, el actor interpuso recurso de apelación manifestando su desacuerdo con la declaración de validez de los dictámenes de las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, cuando los mismos no consideraron la limitación en la movilidad del actor debido a la permanencia del proyectil en su humanidad.
Precisó también, que los órganos que rindieron su experticia a órdenes del Despacho, no realizaron una valoración integral y autónoma de las condiciones médicas del actor a raíz del accidente sufrido el 7 de enero de 2005, tal como se solicitó en la demanda, sino que se limitaron al estudio de los conceptos y criterios rendidos por las accionadas, en virtud a que fueron convocados al proceso para determinar sí en los dictámenes cuestionados se presentó error grave y que sólo de ser positiva la respuesta podía pasar a realizar una nueva calificación.
Fue por lo anterior, que a pesar de que la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, conceptuó que el “paciente presenta un trastorno psicótico asociado del trastorno depresivo” no pudo considerar tal condición en la experticia rendida a órdenes del Juzgado de conocimiento.  De allí que insista en que la calificación de pérdida de capacidad laboral no incluyó todos los diagnósticos y padecimientos que le aquejan, resultando lógico que se haya negado las pretensiones de la demanda por falta de pruebas, máxime cuando se dejó a los expertos la facultad de solicitar nuevas pruebas médicas y exámenes para proceder con la calificación, lo que explica que no se hayan realizado, en orden a determinar la evolución de las patologías que lo aquejan.
Por todo lo anterior, es que solicita a esta Corporación que dentro del término de traslado del recurso de apelación, proceda a solicitar a la Junta de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca una nueva valoración que haga justicia a su estado actual de salud, para lo cual, deberán realizarse los exámenes diagnósticos que corresponda. 

Finalmente, aspira a que, luego de que se le realice la nueva calificación proceda a revocar la decisión de primera instancia y acceder a las súplicas de la demanda.
CONSIDERACIONES
A esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente

PROBLEMA JURIDICO:

¿Deben tenerse en cuenta todas las patologías surgidas con posterioridad a la calificación de pérdida de capacidad laboral, para determinar el porcentaje que por dicho concepto debe asignársele a un paciente?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, dispone un procedimiento especial para la calificación del estado de invalidez y asigna esta competencia a un conjunto de entidades determinadas, dentro de las que se destacan las Juntas de Calificación de Invalidez.  

Según las voces del Decreto 2463 de 2001, las juntas de Calificación de Invalidez son organismos privados de origen legal, conformados por un grupo de profesionales interdisciplinarios, cuya competencia legal es valorar y conceptuar, con criterios técnicos y científicos, sobre el origen, grado y fecha de estructuración, del estado de pérdida de la capacidad laboral, entre otras, de las personas que se encuentran vinculadas al Sistema de Seguridad Social Integral.

Estos organismos se encuentran jerarquizados para el cumplimiento de su actividad, existiendo por un lado, a nivel territorial, las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez, que determinan la PCL de la persona en primera instancia, y por otro, un ente de carácter central y unificador de los criterios dados por éstas, denominado Junta Nacional de Calificación de Invalidez, que tiene competencia en segunda instancia para conocer y resolver las controversias planteadas contra aquellos dictámenes. 

Ahora bien, a la luz de lo dispuesto en los artículos 4º y 9º del Decreto 2463 de 2001, el concepto técnico que estas Juntas emitan calificando la pérdida de capacidad laboral de un afiliado, debe estar acorde con las directrices y procedimientos que al respecto se encuentran señalados en el Manual Único para la Calificación de la Invalidez, regulado en el Decreto Reglamentario 917 de 1999; así mismo debe estar motivado en razones de hecho construidas con base en elementos probatorios tales como: historias clínicas, reportes, valoraciones o exámenes médicos periódicos, y cualquier otro tipo de material que permita establecer relaciones de causalidad, como lo son: certificados de cargos y labores, comisiones, realización de actividades, uso de determinadas herramientas o aparatos; y en razones de derecho, que no son más que las normas que se aplican al caso concreto. 

Por su parte, el artículo 31 ibídem establece una formalidad para el dictamen que califica el estado de invalidez y es el atinente a que las Juntas de Calificación de Invalidez deben elaborar y notificar su concepto técnico en un formato especial que autoriza el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para esos fines, el cual deberá estar diligenciado y firmado por cada uno de los miembros de la Junta.

No obstante lo anterior, la Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y más recientemente en la SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072 con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.
En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado.”. 
Nótese como la referida norma determina de manera clara que para poder modificar el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral, mas no la fecha de estructuración fijada en el dictamen demandado, es indispensable que se allegue al proceso judicial, a solicitud de parte o de oficio por parte del juez, dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; y ello debe ser así, por cuanto el grado de invalidez y su origen son temas técnico-científicos que deben ser abordados por este tipo de entidades destinadas precisamente para ese fin; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de esos precisos conocimientos. 
2. EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Jhon Jairo Lucumi Palacios en la demanda y su reforma –fls. 2 a 7 y 265 a 271- que después de haber sido valorado por el Instituto de Seguros Sociales,  por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en segunda instancia, fue calificado con una PCL equivalente al 28.61% estructurada el 7 de enero de 2005 y de origen profesional.
Fue en virtud al citado porcentaje que inició la presente acción laboral, con el fin de que fuera nuevamente calificado por profesionales o entidades diferentes a los órganos accionados, teniendo en cuenta las secuelas dejadas por el accidente de trabajo sufrido el 7 de enero de 2005, las cuales no han sido valoradas y muchos menos consideradas en orden a establecer su verdadero grado de invalidez.
Frente a éste punto específico, el actor solicitó como prueba que el Instituto de Medicina Legal “con base en la historia clínica del paciente, los diferentes procedimientos quirúrgicos y demás exámenes” complementarios se determinara las secuelas que presenta el señor JHON JAIRO LUCUMI PALACIOS; para luego señalar en i) qué consisten, ii) cómo y de qué manera se reflejan, iii) si afectan o no su calidad de vida, iv) qué limitaciones que generan,  v) qué enfermedades generan, vi) cuales son los cuidados, recomendaciones y tratamientos que deben seguirse y vii) si existe rehabilitación.

Esta Corporación, al momento de resolver la controversia generada sobre el decreto de la citada prueba, precisó, en auto de fecha 18 de marzo de 2010, con ponencia de la Magistrada Ana Lucía Caicedo Calderón, que la misma era procedente, pero se determinó que se “ceñiría únicamente a establecer si el porcentaje de invalidez establecidos por las Juntas Regional y Nacional –demandadas en este proceso- se ajusta a derecho o si hay lugar a establecer otro mayor, por cuanto en últimas el porcentaje de invalidez es la razón de ser del este asunto”, haciendo claridad en el hecho de que los aspectos que pide el actor sean valorados por el Instituto de Medicina Legal, “escapan a la órbita de la litis, a menos que el perito requiera indagar  respecto de esas particularidades a efectos de establecer el porcentaje de invalidez que dejó en el actor el accidente de trabajo que sufrió”.
Fue en esos términos que la Sala decretó la prueba, indicando a esa entidad que debía tener en cuenta los criterios del Manual Único para la Calificación de invalidez, adoptado mediante Decreto 917 de 1999, la historia clínica del trabajador y demás documentos y procedimientos que requieran.  Así mismo se le indicó que debían ser considerados el cargo desempeñado por el actor al momento del siniestro y las consecuencias que las lesiones le produjeron para desempeñar esa labor y otras afines –fl 497 s 499-.

Luego de oficiada dicha entidad y ésta manifestara su imposibilidad de atender los requerimientos, el Juzgado de conocimiento libró comunicación a la Universidad Tecnológica de Pereira, para que fuera asignado el galeno que se encargaría de rendir la pericia, siendo asignado un especialista en Salud Ocupacional quien presentó su dictamen en los términos solicitados, conceptuando que la pérdida de capacidad laboral del actor, con ocasión al accidente de trabajo sufrido el día 7 de enero de 2005, era del 26.21% -fl 516-.
Posteriormente y ante solicitud de complementación –fl 520 a 522-, el perito precisó que para determinar el grado de invalidez del actor, deben ser calificadas las secuelas y no los diagnósticos, y que fueron precisamente las primeras las consideradas en su dictamen, conforme lo regulado por el Decreto 917 de 1999, incluidas, las dejadas por el procedimiento denominado hemicolectomía –consiste en resecar el colon derecho- y las derivadas de los “Trastornos mentales no especificados debidos a lesión y disfunción cerebral y a enfermedad”; que las ayudas diagnósticas que tuvo en cuenta a efectos de lo anterior, fueron las que obraban en la historia clínica, tales como endoscopía vía digestiva alta, colonoscopia, exámenes de laboratorio, radiografías y eco abdominal y que la periodicidad de consultas no es un ítem estimado en el Manual Único de Calificación de Invalidez.
El anterior dictamen fue objetado por error grave, motivo por el cual se ofició a la Universidad del Quindío para que asignara el especialista en Medicina Laboral que se encargara de resolver la objeción formulada.  El Perito designado, una vez tuvo acceso a historia clínica completa y realizó la valoración física al actor, determinó “Paciente que al momento de presentar secuelas establecidas de su accidente de trabajo fue calificado por las instancias pertinentes establecidas por la ley y a mi criterio por los eventos de salud a que daba lugar su condición de salud”.  “Por lo tanto las secuelas del accidente de trabajo ya han sido objeto de la calificación respectiva”.
En relación con dicho dictamen la parte actora presentó escrito solicitando que se determinara el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, entre otros aspectos, petición a la que accedió el Juzgado, aclarando que el concepto del especialista en salud ocupacional a quien se le encomendó definir si existió o no error grave en el dictamen inicial, debía circunscribirse a lo dispuesto por esta Corporación en la providencia que decretó la prueba.

En ese mismo auto, se dispuso la remisión del actor ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas para que ésta determinara si hubo error grave en las calificaciones de PCL realizadas al señor Lucumi Palacios por parte de las llamadas a juicio, en caso positivo, debían proferir un nuevo dictamen, tal como fuera decretado en la primera audiencia de trámite –fl 349-.
En cumplimiento del requerimiento efectuado por el Despacho, el especialista en salud ocupacional de la Universidad del Quindío, en dictamen presentado el 12 de marzo de 2012, luego de evaluar la historia laboral del actor y de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 917 de 1997, determinó que la pérdida de capacidad laboral del demandante era igual a 28.51% -fls 626 a 629-. De tal dictamen se dio traslado a la parte actora y no formuló reproche alguno.
Posteriormente, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas dictaminó “(…) calificación del grado de pérdida de capacidad laboral por parte de la Junta Regional de Invalidez de Risaralda del 01 de octubre de 2006 y la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, dictamen No 16454249 de 20 de junio de 2007, se puede determinar que se ajustan a lo establecido al Manual de Calificación de Invalidez (Decreto 917 de 1997), a la fecha de calificación respectiva con los hallazgos descritos en la historia clínica.” –fl 664-.
Nuevamente el actor, dentro del término legal, solicitó complementación del experticio, solicitando que se procediera con una nueva calificación al trabajador, dado que entre la primera valoración -realizada en el año 2006- y la última –elaboradas por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas  el día 26 de marzo de 2013-,  trascurrieron más de 6 años, por lo que resulta necesario evaluar la evolución de las secuelas que trajo consigo la lesión producida pon arma de fuego, en el accidente laboral oportunamente reportado y la aparición de nuevos diagnósticos relacionados con dicho evento.  
La anterior solicitud fue negada por el juzgado de conocimiento, al advertir que lo pretendido por la parte actora era una nueva calificación, cuando tal actuación, desde el decreto de la prueba fue condicionada a la existencia de errores graves en los dictámenes de PCL realizados por las Juntas accionadas, lo cual, según la entidad requerida no ocurrió. Con todo y eso, ordenó la complementación de dictamen, toda vez que consideró que el mismo no atendió los requerimientos del numeral 6º del artículo 237 del Código de Procedimiento Civil y del numeral 1º del artículo 30 del Decreto 2463 de 2001.
En virtud de la anterior exigencia, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Caldas presentó el experticio pertinente –fl 671 a 672 vto-, determinando la pérdida de capacidad laboral del actor, en 28.61%.
Positiva Cía de Seguros S.A. y el calificado objetaron por error grave el referido dictamente, el primero por no existir soportes técnicos actualizados que determinen la evolución de los trastornos gastrointestinales y la depresión clase I padecidos por el actor, así como de su relación con el accidente de trabajo y el último, por no tener en cuenta los nuevos diagnósticos, ni ordenar la práctica de exámenes.  

Para resolver lo pertinente se nombró a la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca, entidad que al presentar su pericia declaró que el porcentaje de pérdida de capacidad laboral del señor Lucumí Palacio no era superior a 28.61%.
Posteriormente presentó complementación a solicitud del Juzgado, en donde  ratificó el porcentaje asignado, precisando que el mismo corresponde a la fecha de estructuración 7 de enero de 2017, anotando de paso que “EN LA ACTUALIDAD la deficiencia por el trastorno depresivo del pacientes no es la misma a la calificada el 20/06/07 teniendo en cuenta que el paciente presenta un trastorno psicótico asociado al trastorno depresivo a partir de 2009 por lo que el paciente podría solicitar la recalificación de la pérdida de capacidad laboral, MODIFICÁNDOSE TAMBIÉN LA FECHA DE ESTRUCTURACIÓN”.  Finalmente, hizo claridad en el hecho de que la pericia que debió presentar en este asunto, se limitó a establecer si existió error grave en las calificaciones hechas por las Juntas de Calificación demandadas –fls 740 a 741-.
El anterior recuento procesal era necesario para determinar, i) que desde el decreto de la prueba, esta Corporación determinó su alcance y finalidad, pues limitó el experticio a establecer el porcentaje de pérdida de capacidad laboral que dejó el accidente de trabajo sufrido por el señor Lucumi Palacios el día 7 de enero de 2005, necesario para establecer la validez de los dictámenes emitidos por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez, en este punto específico y ii) que, en lo que respecta a la intervención de las Juntas de Calificación de otras Regionales, en la primera audiencia de tramite –fl 349-, se precisó que debían indicar si hubo error grave en las calificaciones realizadas por sus homónimas demandadas, condicionando la realización de un nuevo dictamen sólo al caso de advertirse alguna falencia de esa índole.  Esta última decisión no mereció reparo alguno por parte del valorado. 
Partiendo entonces de lo anterior, es que debe indicarse que todos y cada uno de los profesionales y entidades que participaron en presente asunto como peritos, siguieron los lineamientos establecidos al momento de decretarse las pruebas relacionadas con la determinación del porcentaje de la pérdida de capacidad laboral, tal como pasa a explicarse.

Al rendir su pericia los especialistas en salud ocupacional de las Universidades Tecnológica y del Quindío hicieron el análisis de la historia clínica del actor a partir del siniestro reportado el 7 de enero de 2005 y de acuerdo con el Manual Único de Calificación de Invalidez pudieron concluir que el grado de invalidez era del orden de 26.21% y 28.51% respectivamente, quedando el último de los porcentajes en firme, pues ningún reproche formularon las partes al respecto.
Las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez de Caldas y Valle del Cauca, por su parte, procedieron a revisar las valoraciones realizadas por sus pares Risaralda y Nacional, teniendo en cuenta la historia clínica, las ayudas diagnósticas y demás exámenes complementarios, así como el Manual Único de Calificación de Invalidez, para luego conceptuar que coincidían con el porcentaje de PCL dictaminado por la entidad que funge como órgano de cierre en la materia, esto es 28.61%.
Ahora, limitada como estaba la pericia a establecer si existió o no error grave en los dictámenes cuestionados, lo que correspondía era su revisión contrastada con los demás documentos que resultaran necesarios para ello, sin que pudiesen considerar diagnósticos y patologías surgidas como consecuencia de la evolución de las secuelas dejadas por el accidente de trabajo, con posterioridad a la fecha de las valoraciones -1 de octubre de 2006 y 20 de junio de 2007-, pues de ellas no tenían conocimiento las Juntas demandadas, por lo tanto, el reproche del actor en ese sentido no tiene asidero jurídico, además por la imposibilidad de visionar su aparición y posible afectación en su desempeño laboral.

Ahora, habiéndose limitado también el dictamen a la determinación del porcentaje de invalidez del señor Lucumi Palacios, tal como lo solicitó la parte actora, los profesionales que sirvieron como peritos en el presente asunto no tenían la facultad de analizar y valorar la situación médica del actor con posterioridad a la evaluación realizada por las llamadas a juicio, pues ello implicaría necesariamente la modificación de la fecha de estructuración, dado el caso de que los nuevos hallazgos médicos, surgidos como consecuencia del accidente de trabajo reportado el día 7 de enero de 2005, elevaran el porcentaje de pérdida de capacidad laboral, tal como lo precisó la Junta Regional de Calificación de Invalidez del Valle del Cauca en su momento –fl 723-. 
Nótese entonces que no resulta viable la calificación integral al actor,  tal como lo ha pedido en su recurso, pues nunca fueron objeto de discusión el origen y la fecha de estructuración determinados por la Juntas cuestionadas y, como quiera que las enfermedades que actualmente padece y que fueron relacionadas en los escritos por medio de los cuales se solicitó complementación y presentó objeción de las diversas pericias presentadas en el proceso, si han incidido en su capacidad laboral, ha sido con posterioridad a la calificación definitiva realizada por la Junta Nacional –fl 122- y no necesariamente como consecuencia directa del accidente de trabajo.

Por lo anterior, al no existir motivos para restarle validez a los dictámenes de pérdida de capacidad laboral realizados por las Juntas Regional y Nacional de Calificación de Invalidez al señor Jhon Jairo Lucumi Palacios, como tampoco para cuestionar los experticios rendidos por las entidades y profesionales que colaboraron como peritos en el presente asunto, que fijaron el grado de invalidez de éste en 28.61%, la sentencia absolutoria proferida en primer grado, será confirmada.
Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDENAR en costa en esta instancia a la parte actora.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                 OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

                                                                                     Impedida

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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